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	Hora: 
	8:45 a.m.

	Imputadas: 
	Leidy Yuliana Martínez Obando y Erika Marcela Zapata Lloreda.

	Cédula de ciudadanía No:
	1.088.263.083 y 1.088.266.033, ambas expedida en Pereira, respectivamente.

	Delito
	Hurto Calificado y Agravado.

	Víctimas:
	José Libardo Becerra y Otros

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el defensor público, contra la sentencia condenatoria proferida el pasado primero (1º) de agosto-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día doce (12) de mayo del año que transcurre, en la Avenida Sur frente a las instalaciones del Batallón San Mateo de esta ciudad, tres sujetos que habían abordado un vehículo de servicio público (buseta), decidieron asaltarlo y para ello, mientras una de las personas involucradas intimidaba al conductor con un arma de fuego, las aquí inculpadas se apropiaron de varias pertenencias de los pasajeros intimidándolos con arma corto-punzante, para luego emprender la huida. Afortunadamente y gracias a la oportuna aparición de patrulleros de la policía, se logró la aprehensión de éstas, quienes aún tenían en su poder algunos elementos hurtados (tres -3- bolsos y tres -3- celulares). El tercer individuo de sexo masculino logró huir por unos matorrales.
1.2.- Ante lo ocurrido, la Fiscalía procedió a formularles la imputación respectiva en audiencia preliminar ante el Juez de Control de Garantías, endilgándoles la comisión en calidad de coautoras del delito de Hurto Calificado y Agravado del que tratan los artículos 239, 240 y 241 del Código Penal, en consideración a la violencia ejercida contra las personas y a la pluralidad de individuos acordados para la comisión del delito. Las indicadas ACEPTARON los cargos en esos términos formulados.
1.3.- A consecuencia de la aceptación libre, voluntaria, consciente, debidamente informadas y asistidas por un profesional del derecho, el asunto pasó ante la Juez Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento de esta capital, funcionaria que puso fin al trámite con un fallo de condena por medio del cual les impuso pena privativa de la libertad equivalente a treinta y siete (37) meses y diez (10) días de prisión. De igual modo, fijó como pena accesoria de interdicción en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual a la pena principal; no se condenó en perjuicios habida consideración a que las víctimas no iniciaron el correspondiente incidente de reparación; y, finalmente, no se les concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con la consiguiente orden de captura.
1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con los términos en que se profirió la sentencia, motivo por el cual la impugnó y es la razón para que se encuentren los registros ante esta Colegiatura a la espera de desatar la apelación.
2.- El Debate

2.1.- Defensor –recurrente-
Según su particular entender, el caso concreto permitía una decisión diferente por lo siguiente:
- No se tuvo en cuenta la menor cuantía como circunstancia más favorable para las procesadas (art. 268 C.P.). No se allegó un dictamen sobre el valor concreto de los bienes, pero observa que nada incrementaba a más de un salario mínimo lo apropiado. Ellas no cuentan con antecedentes. 

- Se habló con el conductor víctima y éste dijo que no estaba interesado en la reparación de perjuicios.
- Ambas procesadas se vieron involucradas en un Hurto Calificado y Agravado, eso no se niega. Precisamente por la aprehensión en flagrancia se dio la aceptación de los cargos; sin embargo, hay que tener en cuenta que ellas fueron “presionadas por el verdadero autor que estaba armado y logró huir”. Hicieron lo posible por identificarlo para prestar una efectiva colaboración. 

- En atención al monto de la pena no se les concedió el subrogado; empero, no obstante esa situación eminentemente objetiva, considera que “es apenas un mes de más” y esa circunstancia desfavorable debe compararse con las demás que las benefician; entre ellas: (i) ser ERIKA madre de una niña de dos (2) años y estar en embarazo en este momento, (ii) la devolución de los bienes en ese instante, y (iii) poseer un medio familiar en el cual se pueden desenvolver favorablemente.
2.2.- Fiscal -no recurrente-
Solicita la confirmación del fallo en los términos en que fue concebido por la primera instancia, con fundamento en:
- Recuerda la secuencia fáctica para concluir que ellas no fueron “presionadas por otro” como lo quiere hacer ver el Defensor; por el contrario, tomaron parte activa en este ilícito. 
- En ningún momento devolvieron bienes, éstos les fueron decomisados al momento en que se logró la aprehensión.
- En cuanto a la cuantía de lo hurtado, las víctimas estimaron su valor en más de un salario mínimo mensual vigente.
- Más allá de la flagrancia y de la inevitable admisión de los cargos, debe tenerse en cuenta que ellas en momento alguno se entregaron voluntariamente, ni se arrepintieron de lo ocurrido.
- La violencia ejercida fue bien grave, porque al decir de los afectados, todas esas tres personas que ingresaron utilizaron armas, el sujeto con una de fuego y ellas “con cuchillo cada una”.
- No tienen antecedentes, pero el hecho es gravísimo porque pusieron en inminente riesgo la vida de los pasajeros y del conductor de ese medio de transporte público. Además, se trató de una violencia tanto física como moral.
- El conductor no quiso iniciar el incidente de reparación pero eso fue provocado por la grave afectación síquica derivada de la comisión del hecho.

3.- La Decisión

Encuentra la Corporación que están dadas las condiciones para poder abordar el fondo del asunto, por ausencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso, tanto en cuanto a lo estructural como por respeto a los derechos y garantías fundamentales de las partes e intervinientes; igualmente, por haberse interpuesto el recurso de alzada en tiempo oportuno, por una parte legitimada para hacerlo y debidamente sustentado en audiencia anterior
Se trata de un procedimiento adelantado por la conducta punible de Hurto Calificado y Agravado ejecutado en un vehículo de servicio público, en el cual participaron tres personas armadas, dos de las cuales son las aquí procesadas LEIDY YULIANA MARTÍNEZ y ERIKA MARCELA ZAPATA y el otro un tercer sujeto que logró huir.
Los hechos fueron admitidos en toda su extensión por las involucradas, motivo por el cual, el procedimiento se llevó a cabo en forma abreviada para que la Juez de conocimiento profiriera un fallo de condena. Las acusadas, sabían bien que con esa admisión de los cargos se despojaban de los derechos a la no autoincriminación, a controvertir las pruebas en un juicio público y a alegar en su favor el in dubio pro reo. Esa pótisima razón nos lleva a rechazar cualquier aseveración en torno a que ellas actuaron “bajo insuperable coacción ajena por parte de aquél tercer sujeto que logró huir”. Si ello fue cierto o no, ya no puede ser tema de análisis. 
De todas formas, las probanzas preliminares dieron buena cuenta acerca de que no fue sólo ese sujeto con arma de fuego en mano y que logró huir, el único que ejerció violencia tanto física como moral en contra del conductor y los pasajeros, puesto que ellas mismas, también con sendos aceros en sus manos, actuaron agresivamente contra todos los presentes para poder despojarlos de las pertenencias. A consecuencia de ese accionar, lograron llevarse múltiples bienes, algunos de los cuales pudieron ser recuperados por la oportuna intervención de la policía.

El defensor ha pretendido rescatar a favor de sus pupilas, a más de ese obrar bajo presión, que repetimos, no puede ser tema de análisis por la aceptación libre y llana de los cargos operada con pleno respeto de sus garantías esenciales, estos otros datos que a su juicio les son favorables: (i) derecho al descuento por la “menor cuantía”, (ii) derecho a otra reducción por la “reparación integral”, y (iii) posibilidad de concederles el subrogado de la condena de ejecución condicional no obstante ser la pena de prisión impuesta superior a los tres (3) años.
La Sala, luego de un estudio pormenorizado de todo lo que compone la carpeta y los registros, llega a la conclusión que ninguna de esas pretensiones defensivas tiene vocación de prosperidad y explicamos porqué:
No nos encontramos en presencia de una conducta contra el patrimonio económico realizada sobre objeto material en cuantía inferior a un salario mínimo legal mensual vigente. Lejos estamos de ello, porque un simple vistazo a la denuncia y a las demás entrevistas de las personas que fueron víctimas del latrocinio, nos deja apreciar que fueron múltiples las pertenencias materia de sustracción y la suma de esos valores supera con amplitud el salario mínimo.  

Es que no sólo cabe apreciar el valor de los bienes que ellas llevaban consigo en el instante de la aprehensión, sino, el justiprecio de todos los bienes que fueron real y efectivamente sustraídos, entre ellos dinero en efectivo. Al respecto se debe tener presente que no todas las pertenencias ajenas fueron recuperadas.
Ahora, si no todo fue recuperado como bien se sabe y si lo rescatado se obtuvo por la diligente actuación de la Policía Nacional, entonces no tiene cabida la afirmación según la cual, ellas devolvieron “todo” en forma voluntaria para hacer menos nociva la infracción.

Menos aún tiene asidero la diminuente por la reparación integral, no sólo porque esa reparación nunca se dio, sino porque ni siquiera obra en lo actuado una constancia o petición formalmente presentada a la Judicatura de parte de las involucradas o de la defensa, en el sentido de tener la clara intención de pagar perjuicios a todos los afectados. 
Y es que téngase en cuenta que en el presente caso no sólo tiene la condición de víctima el citado conductor JOSÉ LIBARDO BECERRA, quien como consta en la foliatura presentó un desistimiento tardío expresando que no tenía interés en asistir al incidente de reparación, y que al decir de la Fiscalía lo hizo “por temor”; sino que también ostentaban esa misma calidad de víctimas las otras personas que se desplazaban en el automotor como pasajeros, personas éstas que eran fácilmente ubicables puesto que desde un comienzo ofrecieron sus direcciones y teléfonos para ser localizadas, pero que sin embargo ni desistieron ni existe constancia alguna de habérseles reparado los perjuicios de manera integral como es el presupuesto requerido para que proceda el condigno descuento punitivo. 
En lo que hace con la posibilidad de acceder al subrogado de la suspensión de la ejecución de la pena por un período de prueba, al Tribunal le resulta obligado decir que existe una prohibición legal expresa para proceder en tal sentido, sin importar el hecho de que la pena impuesta sólo supere en un mes los citados tres años a los cuales hace alusión el artículo 63 del Código Penal. En ese sentido no pueden existir excepciones, so pena de obrar en forma ilegal.
Los restantes argumentos consistente en que una de las comprometidas (ERIKA) tiene una menor de dos años bajo su cuidado y que en la actualidad se encuentra en estado de gravidez, o que posee un medio familiar apto para su desenvolvimiento, son situaciones que no abordó la primera instancia para efectos del análisis de una potencial sustitución por prisión domiciliaria, pero cuya posibilidad permanece abierta para que sea puesta a consideración del Juez encargado de la Vigilancia de la condena impuesta.
Por no existir reparos de fondo acerca de la decisión adoptada en la primera instancia con respecto a los puntos que fueron materia de impugnación, se confirmará.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

      
      Magistrado 
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